
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO FISCAL 

DE LA FEDERACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO JORGE ARTURO ARGÜELLES VICTORERO, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES 

Jorge Arturo Argüelles Victorero, coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social en la 

Cámara de Diputados, en nombre de integrantes de éste, correspondiente a la LXIV Legislatura del Congreso de 

la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; y artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a la consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de la 

siguiente 

Exposición de Motivos 

Como es bien sabido, los representantes populares que formamos el Congreso de la Unión tenemos la 

importante encomienda social de crear leyes que regulen el comportamiento de la colectividad, a fin de poder 

alcanzar los fines últimos del estado de derecho; de tal suerte que los estándares legales sirvan para normar, 

mediante las disposiciones jurídicas, instrumentos sine qua non para justificar el actuar de las autoridades, 

quienes deben conocer, interpretar y aplicar el marco normativo en las relaciones con los particulares; 

relaciones que en el argot jurídico son conocidas como de “supra a subordinación”, y denominados por la teoría 

jurídica como relaciones verticales. 

Un ámbito en el cual se puede observar de manera muy clara y concreta esta relación de supra a subordinación, 

es el derecho tributario o fiscal, relación en la cual el Estado ejerce en toda su extensión el poder público, para 

hacerse de los recursos económicos necesarios para solventar el gasto público y, en sentido más amplio, para 

gobernar. Dentro de esa relación, muchos de los gobernados utilizan mecanismos o “tácticas” para cubrir los 

tributos que le impone el Estado, muchas de ellas tipificadas como delitos, que derivan en sanciones tanto 

administrativas como penales. De esos delitos, uno con los que más nos encontramos es la “defraudación 

fiscal”, por lo que, con la presente iniciativa se pretende contribuir a inhibir esa conducta, sin perjudicar a los 

contribuyentes en sus garantías, derechos y obligaciones y sin caer en un excesivo sistema de represión fiscal, 

por lo que la presente propuesta es acorde a la realidad social, génesis de la necesidad de normar las conductas 

sociales apegadas al contexto histórico actual. 

Defraudación fiscal en México 

Tomando como base los estudios sobre defraudación fiscal realizados por el Instituto Tecnológico y de Estudios 

Superiores de Monterrey y la Universidad Autónoma Chapingo
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 a fin de conocer con mayor detalle los niveles 

de evasión en el país y diseñar metodologías y estrategias para combatir los esquemas de evasión, el Servicio de 

Administración Tributaria (SAT) informó que de 2014 a la fecha fueron identificadas 8 mil 204 empresas que 

facturan operaciones simuladas y que han generado 8 millones 827 mil 390 facturas falsas, por un monto 

aproximado de 1.6 billones de pesos, lo cual supone una evasión fiscal de 354 mil 512 millones de pesos, que 

representan 1.4 por ciento del producto interno bruto.
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Ante estos números, resulta interesante la perspectiva de la administración tributaria, que pugna por mantener 

altos índices de recaudación,
3
 desde una base austera y mediante el combate a la evasión que, como se expuso, 

genera daños en el erario. 

De tal suerte, es necesario recalcar que actualmente el sistema tributario cuenta con las herramientas necesarias, 

idóneas y que afectan ya lo suficiente algunos derechos, garantías y obligaciones de los contribuyentes, que 

denotan en el combate a las prácticas evasivas mediante la simulación de operaciones que resultan inexistentes, 

y como resultado de ello los contribuyentes buscan apartarse del cumplimiento de las leyes fiscales. 



 
  

Medida idónea 

1. El 25 de junio de 2018 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se reforma 

el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, para quedar como sigue: 

Artículo 69-B. Cuando la autoridad fiscal detecte que un contribuyente ha estado emitiendo comprobantes sin 

contar con los activos, personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar 

los servicios o producir, comercializar o entregar los bienes que amparan tales comprobantes, o bien, que 

dichos contribuyentes se encuentren no localizados, se presumirá la inexistencia de las operaciones 

amparadas en tales comprobantes. 

En este supuesto, procederá a notificar a los contribuyentes que se encuentren en dicha situación a través de su 

buzón tributario, de la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, así como mediante 

publicación en el Diario Oficial de la Federación, con el objeto de que aquellos contribuyentes puedan 

manifestar ante la autoridad fiscal lo que a su derecho convenga y aportar la documentación e información que 

consideren pertinentes para desvirtuar los hechos que llevaron a la autoridad a notificarlos. Para ello, los 

contribuyentes interesados contarán con un plazo de quince días contados a partir de la última de las 

notificaciones que se hayan efectuado. 

Los contribuyentes podrán solicitar a través del buzón tributario, por única ocasión, una prórroga de cinco días 

al plazo previsto en el párrafo anterior, para aportar la documentación e información respectiva, siempre y 

cuando la solicitud de prórroga se efectúe dentro de dicho plazo. La prórroga solicitada en estos términos se 

entenderá concedida sin necesidad de que exista pronunciamiento por parte de la autoridad y se comenzará a 

computar a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo previsto en el párrafo anterior. 

Transcurrido el plazo para aportar la documentación e información y, en su caso, el de la prórroga, la autoridad, 

en un plazo que no excederá de cincuenta días, valorará las pruebas y defensas que se hayan hecho valer y 

notificará su resolución a los contribuyentes respectivos a través del buzón tributario. Dentro de los primeros 

veinte días de este plazo, la autoridad podrá requerir documentación e información adicional al contribuyente, 

misma que deberá proporcionarse dentro del plazo de diez días posteriores al en que surta efectos la notificación 

del requerimiento por buzón tributario. En este caso, el referido plazo de cincuenta días se suspenderá a partir 

de que surta efectos la notificación del requerimiento y se reanudará el día siguiente al en que venza el referido 

plazo de diez días. Asimismo, se publicará un listado en el Diario Oficial de la Federación y en la página de 

internet del Servicio de Administración Tributaria, de los contribuyentes que no hayan desvirtuado los hechos 

que se les imputan y, por tanto, se encuentran definitivamente en la situación a que se refiere el primer párrafo 

de este artículo. En ningún caso se publicará este listado antes de los treinta días posteriores a la notificación de 

la resolución. 

Los efectos de la publicación de este listado serán considerar, con efectos generales, que las operaciones 

contenidas en los comprobantes fiscales expedidos por el contribuyente en cuestión no producen ni produjeron 

efecto fiscal alguno. 

La autoridad fiscal también publicará en el Diario Oficial de la Federación y en la página de internet del 

Servicio de Administración Tributaria, trimestralmente, un listado de aquellos contribuyentes que logren 

desvirtuar los hechos que se les imputan, así como de aquellos que obtuvieron resolución o sentencia firmes que 

hayan dejado sin efectos la resolución a que se refiere el cuarto párrafo de este artículo, derivado de los medios 

de defensa presentados por el contribuyente. 

Si la autoridad no notifica la resolución correspondiente, dentro del plazo de cincuenta días, quedará sin efectos 

la presunción respecto de los comprobantes fiscales observados, que dio origen al procedimiento. 



 
  

Las personas físicas o morales que hayan dado cualquier efecto fiscal a los comprobantes fiscales expedidos por 

un contribuyente incluido en el listado a que se refiere el párrafo cuarto de este artículo, contarán con treinta 

días siguientes al de la citada publicación para acreditar ante la propia autoridad, que efectivamente adquirieron 

los bienes o recibieron los servicios que amparan los citados comprobantes fiscales, o bien procederán en el 

mismo plazo a corregir su situación fiscal, mediante la declaración o declaraciones complementarias que 

correspondan, mismas que deberán presentar en términos de este código. 

En caso de que la autoridad fiscal, en uso de sus facultades de comprobación, detecte que una persona física o 

moral no acreditó la efectiva prestación del servicio o adquisición de los bienes, o no corrigió su situación 

fiscal, en los términos que prevé el párrafo anterior, determinará el o los créditos fiscales que correspondan. 

Asimismo, las operaciones amparadas en los comprobantes fiscales antes señalados se considerarán como actos 

o contratos simulados para efecto de los delitos previstos en este Código.
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En esta reforma se consideraron diversas modificaciones al procedimiento con el fin de desvirtuar la presunción 

de inexistencia de operaciones cuando las autoridades fiscales detecten que los contribuyentes han expedido 

comprobantes fiscales sin contar con los activos, personal, infraestructura o capacidad material para poder 

prestar el o los servicios o bien, producir, comercializar o entregar los bienes que se encuentren amparados en 

los comprobantes correspondientes. 

Desde esta perspectiva, se han encaminado diversos esfuerzos para contrarrestar a todos aquellos contribuyentes 

que celebren actos inexistentes por el daño causado a la hacienda en donde se otorgan los siguientes datos: 

• En noviembre de 2017, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través del Servicio de Administración 

Tributaria y la Unidad de Inteligencia Financiera, en coordinación con la Procuraduría General de la 

República, la Procuraduría Federal del Consumidor, el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial y la 

Secretaría de Economía, identificó a 5 mil 785 contribuyentes que presuntamente celebraron operaciones 

inexistentes por un monto de 1 millón 291 mil 528 pesos con un impacto recaudatorio de 8 mil 734 millones 

de pesos.
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• El 1 de agosto, el SAT informó que se incluyeron a la lista pública de incumplidos a mil 962, de los que mil 

300 corresponden a créditos firmes, 129 a créditos exigibles, 362 a créditos cancelados, 90 a créditos 

condonados, 4 a sentencia condenatoria y 77 a no localizados, donde la condonación relacionada con la lista 

que hoy se publica ascendió a 2 millones de pesos, y los créditos cancelados a 978 millones.
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Por su parte, el SAT analiza el estado que guarda el artículo 69-B del CFF, donde señala: 

Tabla 1. Lista de contribuyentes del artículo 69-B del CFF 
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Una de las prioridades a través de la creación de este artículo es la desmotivación de los contribuyentes para la 

utilización de todos aquellos esquemas de evasión fiscal y evitar la proliferación de estos actos hacia los 

contribuyentes que no se encuentran en el supuesto del artículo en comento, a través de un procedimiento 

sancionador de la utilización de comprobantes apócrifos. 

Las actividades legislativas deben analizar el fenómeno que se suscita en la población bajo el prisma de los 

derechos fundamentales, derechos humanos y garantías individuales que consagra la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, por lo cual se debe tener en cuenta que el artículo 1o. de la Carta Magna 

establece el principio de progresividad en las obligaciones del Estado de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos. Sobre el particular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 

en jurisprudencia lo siguiente: 

[...] En sentido positivo, del principio de progresividad derivan para el legislador (sea formal o material) la 

obligación de ampliar el alcance y la tutela de los derechos humanos; y para el aplicador, el deber de 

interpretar las normas de manera que se amplíen, en lo posible jurídicamente, esos aspectos de los derechos. 

En sentido negativo, impone una prohibición de regresividad: el legislador tiene prohibido, en principio, 

emitir actos legislativos que limiten, restrinjan, eliminen o desconozcan el alcance y la tutela que en 

determinado momento ya se reconocía a los derechos humanos, y el aplicador tiene prohibido interpretar las 

normas sobre derechos humanos de manera regresiva, esto es, atribuyéndoles un sentido que implique 

desconocer la extensión de los derechos humanos y su nivel de tutela admitido previamente.[...]
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De tal suerte, los legisladores nos encontramos obligados a la aplicación de la progresividad en el diseño de 

propuestas que implican la modificación del marco jurídico, máxime, si estas tendrán una afectación en cuanto a 

su aplicación –autoaplicativa o heteroaplicativa–; es decir, las propuestas de ley o reformas que se realicen 

deben coincidir con lo existente en el derecho positivo, pues en el caso, de que se positivice una figura jurídica 

que entra en contradicción con una existente nos encontraríamos en una aplicación regresiva. Ahora bien, no 

obstante que la aplicación del control difuso de constitucionalidad pertenece a los tribunales, eso no exime al 

ente legislativo para la aplicación del principio de progresividad cuando se trate de derechos humanos, derechos 

fundamentales y garantías individuales en favor de los gobernados, en el diseño de reformas legales. 



 
  

En el México actual se suscita un fenómeno en el cual un sector importante de la población ha utilizado 

esquemas de evasión fiscal mediante figuras legales reconocidas por nuestras leyes; sin embargo, no todos los 

integrantes de este sector pueden ser tratados por igual, es decir, no se puede realizar y aplicar una política 

criminal en su generalidad, pues si bien es cierto pudiesen existir contribuyentes que utilicen esquemas para 

evadir el pago de impuestos, lo cierto también es que existen contribuyentes cumplidos que en lugar de 

incentivarlos se promueve la informalidad ante una política que en lugar de dar seguridad infunde un temor a 

los contribuyentes, así como a quienes pretendan incursionar por primera vez. 

En ese contexto, debemos tener en cuenta que la punibilidad puede derivar del dolo de uso de estrategias para la 

evasión fiscal aplicadas en su generalidad y que pudiese ser aplicada de forma injusta y arbitraria a un 

contribuyente que por un error se ubica en ese supuesto generaría la desincentivación, de ese sector importante 

y que estos migren a la informalidad, en consecuencia, se debe buscar una política fiscal que tenga como 

consecuencia incentivar al contribuyente al pago de sus impuestos y no así una política que genere un temor. 

No se debe perder de vista que el sector empresarial es un activo importante para la economía mexicana y este 

tipo de políticas criminales lo único que harán es que cuiden sus intereses de una u otra manera, pudiendo 

acudir a la informalidad, o realizar su cambio de residencia de su negocio a otro país. 

La evasión fiscal no debe tratarse como delincuencia organizada o amenaza a la seguridad nacional. 

Como legisladores, debemos tener en cuenta que las figuras jurídicas que se pretendan implementar en conjunto 

en una materia deben ser compatibles para poder generar una armonía y no así una discordancia, en lo particular 

nos encontramos en la armonización de dos materias, penal y fiscal. Sin embargo, debemos tener en cuenta cual 

es la finalidad de cada una de estas materias. 

La finalidad, objetivo del ius puniendi según Von Liszt es el “conjunto de normas jurídicas que regulan el 

ejercicio del poder punitivo del Estado, asociando al delito como presupuesto la pena como consecuencia 

jurídica,
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 debemos tener en cuenta que el derecho penal constituye el poder punitivo del Estado, éste no debe ser 

totalitario, por lo que, existen dos límites que lo regulan, a saber:
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1. El principio de intervención mínima]; y 

2. El principio de intervención legalizada del poder punitivo del Estado. 

Conforme a esos elementos, no es viable crear una intervención legalizada en materia penal-fiscal que 

determine que cualquier contribuyente que obtenga un registro ante el RFC bien sea persona física o persona 

moral tenga el carácter de “delincuencia organizada” o bien “una amenaza al estado” dándole el trato de 

enemigo, pues no debemos perder de vista que en términos del artículo 31 fracción IV de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, es este sector importante, el que acude a realizar su inscripción en el 

RFC, darles un trato como “delincuentes”, tendría una consecuencia para la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público (SHCP), pues sería como determinar que la SHCP a través del SAT autoriza a este tipo de 

“delincuentes” para realizar sus actividades. 

No debemos pasar en alto que la delincuencia organizada se constituye desde su inicio por su ilicitud, es decir 

son personas que organizan grupos “bandas”, “carteles” cuyo objetivo de su organización, tiene como único fin 

recibir un beneficio económico por actividades ilícitas “venta de drogas”, “venta de armas”, “trata de blancas” 

por tanto la finalidad del ilícito es abstracta o indeterminada, actos que ponen en riesgo a la colectividad. 

Históricamente, los mexicanos hemos observado como este tipo de criminales han realizado guerras entre ellos, 

por el control de esas actividades, en donde han muerto personas inocentes, personas que no tuvieron ninguna 

relación con estas actividades u organizaciones. 



 
  

Lo anterior ha sido analizado en la siguiente jurisprudencia: 

Época: Novena. 

Registro: 184667. 

Instancia: Tribunales colegiados de circuito. 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Tomo XVII, marzo de 2003. 

Materia: Penal. 

Tesis: II.1o.P. J/7. 

Página: 1485. 

Delincuencia organizada. Configuración del delito (legislación del estado de México). 

El delito de delincuencia organizada (antes asociación delictuosa) previsto por el artículo 178 del Código 

Penal del estado de México, tiene como elementos los siguientes: a) Que una persona tenga participación en 

una agrupación o banda organizada; b) Que la finalidad de ésta sea cometer delitos; y c) Que con lo anterior 

afecte bienes jurídicos de las personas o de la colectividad; en tal virtud, cuando no existe elemento 

probatorio alguno que indique que la agrupación o banda estaba organizada, es decir, que tuviera un carácter 

más o menos permanente, con un régimen establecido y el fin de ejecutar diversos hechos delictuosos, por no 

advertirse la repetida actuación de sus integrantes en la ejecución de delitos indeterminados, es claro que no 

basta la participación conjunta de personas en la comisión de un delito para estimar que se actualizaría el 

ilícito en comento, toda vez que de ser así se confundiría el delito con la coautoría. 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 

Ahora bien, debemos tomar en cuenta que si grupos delictivos han utilizado las figuras en materia fiscal, 

mercantil, civil y laboral eso no es un motivo para dar un trato general a los contribuyentes como 

“delincuentes” o como sujetos que atenten contra la “seguridad nacional”, lo que debemos hacer es centrarnos 

en el tipo de figuras utilizadas por grupos delictivos, y determinar mediante medidas correctas la forma de poner 

un alto cuando “grupos delictivos” utilizan figuras para poder introducir dinero al sistema financiero. 

Por otra parte, la materia fiscal, tiene por objetivo la recaudación bajo el principio de legalidad tributaria, así 

como los principios establecidos por el artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, no obstante, esta recaudación se realiza conforme al subprincipio de autodeterminación de las 

contribuciones consagrado en el artículo 6 del Código Fiscal de la Federación (CFF), de donde se presume la 

buena fe de los contribuyentes para aplicarse, declarar y pagar las contribuciones correspondientes. 

Por lo anterior, las autoridades fiscales cuentan con facultades amplias para verificar el cumplimiento de sus 

obligaciones fiscales en términos del artículo 42 del CFF, de donde se podrá observar si el contribuyente omitió 

el pago de contribuciones y en su caso la determinación de un crédito fiscal, luego entones, si los 

contribuyentes, realizan el cumplimiento de sus obligaciones formales y de fondo, con todo ello, reciben visitas 

de auditores y atienden requerimientos de autoridades no podemos señalarlos como “delincuencia 

organizada” o como sujetos que atenten contra la “seguridad nacional”. 

Debemos ser concretos: si un contribuyente aumenta o disminuye el pago de sus contribuciones ¿existe una 

afectación a la colectividad?, ¿han muerto personas por la omisión o por el aumento del pago de contribuciones 

por parte de los contribuyentes?, ¿las personas que conforman la colectividad desaparecen por el aumento del 

pago de impuestos o por la omisión del pago? La respuesta sería no, por tanto, no podemos darle un trato de 

“delincuencia organizada” o como sujetos que atenten contra la “seguridad nacional”. 



 
  

Lo que sí se debe tener presente es que un sector de contribuyentes implementa o utiliza actos jurídicos 

simulados para obtener beneficios por lo cual se considera viable el aumento de las penas señaladas por el 

artículo 113 y 113-Bis del CFF. 

El artículo 69-B del referido código tributario ha sido una buena herramienta para detectar a quienes realizan 

operaciones inexistentes con la finalidad de obtener beneficios y estas personas han sido las que no acuden a 

desvirtuar o bien defenderse ante este acto en los órganos que imparten justicia, por lo cual, se considera 

importante realizar modificaciones para que los supuestos “Edos” tengan los elementos necesarios para que se 

les garantice su derecho de audiencia. 

No obstante, se considera necesario que el citado numeral 69-B del CFF se modifique, para evitar la aplicación 

arbitraria por parte de la autoridad y dar la seguridad jurídica al contribuyente de las consecuencias dentro de 

ese artículo, por lo cual, se considera necesario que para determinar la presunción de operaciones inexistentes se 

cuente con un plazo de 3 años en el cual se monitoree la actividad del contribuyente, pues es, en este plazo 

donde es probable determinar su actividad, pues en el plazo de un año o menos es imposible determinar si es un 

supuesto contribuyente que emite comprobantes falsos. Por ello se considera que en el plazo de 3 años se podrá 

determinar si efectivamente solo es un contribuyente que se dedica a la “emisión de comprobantes amparando 

operaciones inexistentes” o bien corresponde actividades normales. 

Regular de forma específica que una vez que el contribuyente hubiese presentado las pruebas para desvirtuar la 

presunción de operaciones inexistentes o bien que el plazo para aportar las pruebas por parte del contribuyente 

hubiese fenecido, a partir de ese momento la autoridad contará con un plazo de 50 días para valorar las pruebas 

aportadas y emitir la resolución definitiva de operaciones inexistentes, en el caso de que el contribuyente no 

hubiese aportado pruebas, el plazo de 50 días empezará a contar cuando hubiese fenecido el derecho del 

contribuyente para aportar pruebas obligándose la autoridad a emitir resolución dentro de los 50 días a partir de 

esa última fecha, de no hacerlo dentro de ese plazo se entenderá que ha precluido el derecho de la autoridad 

para determinar la inexistencia de operaciones quedando sin efectos todo lo actuado dentro del procedimiento. 

Con ello, el artículo 69-B del CFF al momento de su aplicación presenta una desigualdad en cuanto a las 

oportunidades que tiene el Efos en comparación del Edos, por lo cual se propone reformar el artículo citado, a 

efecto de dar igualdad de oportunidades al Edos, como lo es plazo para presentar pruebas, plazo para solicitar 

prórroga, plazo para que la autoridad notifique la valoración y resolución de las pruebas en el mismo sentido 

que un Efos, cuidando la equidad e igualdad dentro de este procedimiento, señalando caducidades especificas a 

la autoridad fiscal al momento de resolver y con lo cual de no cumplir dentro de estos plazos se entenderá por 

precluido el derecho de la autoridad para determinar la inexistencia de operaciones del Efos y la preclusión del 

derecho para determinar las consecuencias al Edos. 

También se propone proteger la seguridad jurídica del Edos, pues en caso de que el Edos no hubiese presentado 

desvirtuación, no hubiese controvertido la resolución definitiva de presunción de operaciones inexistentes, la 

autoridad fiscal contará con un plazo de 12 meses una vez que los plazos establecidos en los mecanismos en el 

propio articulo hubiesen finalizado, para iniciar facultades de comprobación y en el caso de que la autoridad 

fiscal no los inició dentro de ese plazo se entenderá por precluido el uso de las facultades de comprobación solo 

para efectos del artículo 69-B del CFF. 

Se propone a su vez reformar el artículo 113 Bis del CFF para establecer una punibilidad más específica de 

acuerdo con el monto de lo defraudado, a fin de que cumpla con los requisitos del artículo 22 constitucional que 

señala que “toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado”. 

Para el PES, resulta fundamental combatir la corrupción, por ello en el caso del artículo 113 Bis del CFF 

establecemos que cuando el delito sea cometido por un servidor público en ejercicio de sus funciones, será 



 
  

destituido del empleo e inhabilitado de diez a veinte años para desempeñar cargo o comisión públicos, en 

adición a la agravante señalada en el artículo 97 de este código. 

Derivado de lo anterior, para mejor y pronta referencia se muestra cuadro comparativo de las reformas respecto 

al Código Fiscal de la Federación que se proponen: 



 
  



 
  



 
  



 
  



 
  



 
  

 

Por todo lo anterior se somete a consideración y, en su caso, aprobación de esta soberanía la presente iniciativa 

con proyecto de 

Decreto 

Único. Se reforman el artículo 69-B, párrafos primero y séptimo a noveno, 108, párrafo séptimo, inciso g), y 

113 Bis; y se adicionan un noveno, décimo y undécimo, y el actual noveno se recorre en su orden, al artículo 

69 Bis del Código Fiscal de la Federación, para quedar como sigue: 

Artículo 69-B. Cuando la autoridad fiscal detecte que un contribuyente ha estado emitiendo comprobantes sin 

contar con los activos, personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los 

servicios o producir, comercializar o entregar los bienes que amparan tales comprobantes en un plazo de tres 

años , o bien, que dichos contribuyentes se encuentren no localizados en un plazo de tres años , se presumirá 

la inexistencia de las operaciones amparadas en tales comprobantes. 

... 

... 

... 

... 



 
  

... 

Si la autoridad no notifica la resolución correspondiente, dentro del plazo de cincuenta días independientemente 

de que, si el contribuyente hubiese hecho efectivo o no su derecho para manifestar lo que a su derecho 

convenga y aportar la documentación e información, quedará sin efectos la presunción respecto de los 

comprobantes fiscales observados, que dio origen al procedimiento. 

La autoridad que emita la resolución mencionada en el cuarto párrafo de este artículo, deberá notificar 

dentro del plazo de 30 días a las personas físicas o morales que hayan dado cualquier efecto fiscal a los 

comprobantes fiscales expedidos por un contribuyente incluido en el listado a que se refiere el párrafo 

cuarto de este artículo, en la que se podrán observar cuales fueron los motivos, observaciones, 

determinaciones y valoraciones realizadas por la autoridad, con la finalidad de que la persona física o 

moral que hubiese dado efectos fiscales a los comprobantes pueda aportar las pruebas y argumentos 

tendientes acreditar que efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, si la autoridad no 

realiza la notificación en el pazo de 30 días siguientes al de la citada publicación en términos del párrafo 

cuarto de este artículo quedará sin efectos la presunción respecto de los comprobantes fiscales 

observados. 

Los contribuyentes podrán solicitar a través del buzón tributario, por única ocasión, una prórroga de 

quince días al plazo previsto en el párrafo anterior, para aportar la documentación e información 

respectiva, siempre y cuando la solicitud de prórroga se efectúe dentro de dicho plazo. La prórroga 

solicitada en estos términos se entenderá concedida sin necesidad de que exista pronunciamiento por 

parte de la autoridad y se comenzará a computar a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo 

previsto en el párrafo anterior. 

Transcurrido el plazo para aportar la documentación e información y, en su caso, el de la prórroga, la 

autoridad, en un plazo que no excederá de treinta días, la autoridad valorará las pruebas y defensas que 

se hayan hecho valer y notificará su resolución a los contribuyentes a través del buzón tributario. Si la 

autoridad no notifica la resolución correspondiente dentro del plazo de treinta días independientemente 

de que si el contribuyente hace efectivo su derecho o no establecido en los párrafos octavo y noveno del 

presente, quedarán sin efectos las consecuencias que de hecho y derecho que hubiesen dado lugar los 

comprobantes fiscales observados, objeto del procedimiento previsto en este artículo. 

En el supuesto de que la persona física o moral no hicieran efectivo en su favor lo establecido por los 

párrafos octavo, noveno y décimo del presente artículo, podrán efectuar en el mismo plazo la corrección 

de su situación fiscal, mediante la declaración o declaraciones complementarias que correspondan, 

mismas que deberán presentar en términos de este código. 

En caso de que la autoridad fiscal, en uso de sus facultades de comprobación, detecte que una persona física o 

moral no acreditó la efectiva prestación del servicio o adquisición de los bienes, o no corrigió su situación 

fiscal, en los términos que prevé el párrafo anterior, determinará el o los créditos fiscales que correspondan. 

Asimismo, las operaciones amparadas en los comprobantes fiscales antes señalados se considerarán como actos 

o contratos simulados para efecto de los delitos previstos en este código, para estos efectos la autoridad 

contará con un plazo de 12 meses una vez que los mecanismos establecidos en los párrafos octavo y 

noveno del presente artículo, hubiesen finalizado, si la autoridad no inicia el uso de sus facultades de 

comprobación dentro de este plazo, se entenderá precluido el uso de facultades de comprobación solo 

para efectos de este artículo. 

Artículo 108. ... 



 
  

... 

... 

... 

... 

... 

... 

a) a f) ... 

g) Utilizar comprobantes fiscales que amparen operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos 

simulados para acreditar o disminuir contribuciones. 

h) ... 

... 

... 

... 

Artículo 113 Bis. Al que por sí o por interpósita persona, expida o enajene comprobantes fiscales que 

amparen operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados se le impondrán las siguientes penas: 

I. Con prisión de hasta cinco años, cuando el monto del daño causado no exceda de $10 600 000.00. 

II. Con prisión de cinco años a seis años cuando el monto del daño causado exceda de $10 600 000.00 

pero no de $15 200 000.00. 

III. Con prisión de seis años a ocho años cuando el monto del daño causado fuere mayor de $15 200 

000.00. 

Será sancionado con tres meses a dos años de prisión, a la persona que permita o publique a través de 

cualquier medio, anuncios para la adquisición o enajenación de comprobantes fiscales que amparen 

operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados. 

Cuando el delito sea cometido por un servidor público en ejercicio de sus funciones, será destituido del 

empleo e inhabilitado de diez a veinte años para desempeñar cargo o comisión públicos, en adición a la 

agravante señalada en el artículo 97 de este código. 

El delito previsto en este artículo, así como los previstos en el 109, fracción V de este código, 

exclusivamente cuando sea calificado en términos del inciso III) del artículo 108 del mismo y, en el 

artículo 400 Bis del Código Penal Federal, se podrán perseguir simultáneamente. 

Transitorios 



 
  

Primero. El presente decreto entrara en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Con la entrada en vigor del presente decreto quedan sin efectos todas las disposiciones contrarias a él. 
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